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	          Expte. nº 633.-
          Autos: “Libasci Maria del Carmen c/ Pirotta Jorge Rubén y otro/a s/ Cobro Ejecutivo”.-

          



Mercedes, 
24
de febrero de 2010.-


AUTOS Y VISTOS: Llegan las presentes actuaciones a esta Alzada a efectos de tratar el recurso de apelación interpuesto en subsidio por la  parte actora a fs. 51/52 y vta., concedido en relación a fs. 53, contra la sentencia interlocutoria de fs. 42 y vta.-



CONSIDERANDO: 



I. Que a fs. 42 y vta. el Sr. Juez a quo ha resuelto rechazar in limine la presente ejecución por considerar que la documentación presentada por la actora como titulo base de la ejecución no reúne los requisitos de exigibilidad y por ende  habilidad para proceder ejecutivamente, ello básicamente por que del mismo documento que se pretende ejecutar surge que la restitución del aporte efectuado por quien la actora pretende subrogarse, suma que pretende aquí cobrarse, esta condicionado al régimen de oposición de acreedores previsto por la ley de sociedades comerciales.-


A fs. 51/52 y vta. la recurrente fundamenta la apelación deducida en subsidio, se agravia del rechazo de la acción por considerar que el Juez se ha colocado en el rol de parte oponiendo una excepción al progreso de la ejecución, cuando ello sería facultad solo de la parte demandada. Asimismo, en cuanto a aquel recaudo marcado por el a quo referido al régimen de  oposición de acreedores, dice que la sociedad demandada no tiene pasivo vigente conforme al balance que ha acompañado. Por ultimo, que la vía ejecutiva esta prevista entre las partes en la cláusula VI del documento.-      


II. a). En primer término corresponde decir que en el juicio ejecutivo el Juez tiene el deber de cotejar el titulo que le es traído a ejecución antes de despachar la misma, pues si aquel no es un titulo que amerite la vía intentada, debe sin mas rechazar la ejecución. Con ello se quiere dejar sentado que aquel agravio deducido por el recurrente de que el Juez al dictar el rechazo cuestionado se ha convertido en parte, no es tal.-  


Es decir, la inhabilidad de titulo puede ser declarada de oficio por el Juez.-



En tal sentido se ha dicho reiteradamente: “El Juez debe denegar la ejecución, si comprueba que el título invocado por el actor no es de los que el Código u otras leyes consideran como ejecutivos, o que es inhábil en razón de no documentar la existencia de una obligación en dinero, líquida y exigible, o que alguna de las partes carece de legitimación procesal”. (MO 34586 RSD-551-95 S 28-12-1995).-



II. b). Ahora bien, habiendo despejado aquel agravio corresponde pasar al tratamiento de la cuestión en torno al rechazo en si mismo de la presente ejecución.-



Se adelanta que asiste razón al Sr. Juez a quo al considerar que el titulo que se pretende ejecutar, carece de exigibilidad, y a lo que también corresponde agregar carece de autosuficiencia, notas esenciales del titulo ejecutivo que no pueden sortearse con el trámite de los arts. 523 y 524 del ritual. Es que al margen de que en aquel documento de “acuerdo de aportes irrevocables” las partes hayan pactado que el mismo es titulo ejecutivo, si este no reúne aquellas cualidades que marca la ley, con el mismo no se podrá proceder ejecutivamente.-            


Así, el pacto de la vía ejecutiva  no puede versar sobre documentos que no puedan traerla aparejada, con lo que carece de toda relevancia su estipulación, pues la acción ejecutiva  es un privilegio que la ley procesal otorga a cierto tipo de instrumentos, siempre  y  cuando encuadren en las disposiciones por ella señaladas. La creación convencional de esta clase de títulos no puede ser arbitraria, pues es la ley la que regula los requisitos intrínsecos que deben reunir, para ser caracterizados como ejecutivos.-


A propósito de ello, se añade que la determinación del proceso aplicable no es materia de disponibilidad de las partes, pues los principios de orden público que informan el proceso, impone que los mismos se ajusten a las vías procesales previstas, sin perjuicio de las potestades del órgano judicial, en los casos contemplados por el legislador. (Cám.Nac.Com. sala D, 11-4-90 -mayoría-, La Ley, 1992-B-154).-


Es que en el proceso ejecutivo sólo interesa la faz instrumental, independientemente del derecho (Cám.2da. Sala I, La Plata, DJBA., t° 51 p.294), y es por ello que el titulo que se trae a ejecución debe ser completo y autosuficiente.- 


En la especie del mismo texto del documento surge que la restitución de aportes -que es lo que aquí se pretende cobrar- se sujeta al trámite o régimen de oposición de acreedores previsto por la ley de sociedades comerciales en su art. 83 (ver fs. 11/13 punto VI), de allí que le asiste razón al Juez en su rechazo.-



El tramite de preparar la vía ejecutiva trata de proporcionar al acreedor un medio de perfeccionar su título incompleto para evitarle ocurrir al juicio ordinario o en su caso sumario, a fin de lograr la percepción de su crédito, pero esta prerrogativa no es discrecional o ilimitada, sino que está limitada a los casos expresamente previstos por el art. 523 del C.P.C.C., no siendo jurídicamente viable admitir otra diligencia previa destinada a suplir las deficiencias del título ni otros medios de prueba que los expresamente autorizados (conf. BUSTOS BERRONDO, H. "Juicio Ejecutivo", ed. Platense, 1970, p.59). De allí que, en la especie, aquel tramite de oposición de acreedores deviene inconciliable con el proceso ejecutivo. Para esto vale recordar que dicho régimen implica, en resguardo de los derechos de posibles acreedores, una publicación en diario legal y de mayor circulación con luego un plazo de espera desde la última publicación (ver: VERON, “Sociedades Comerciales. Comentada, anotada y concordada, Tº 3 p. 385. Ed. Astrea).-     



Es que, lo que la ley ritual señala para que pueda procederse ejecutivamente, es que el título ejecutivo  sea tal desde el comienzo y  no que surja posteriormente de la prueba rendida durante el transcurso del proceso.- El título debe bastarse a si mismo (ver: MORELLO-SOSA-BERIZONCE, "Códigos...", T° VI-A, p.493/494).- 


II. c). El agravio referido a la ausencia de pasivo de la sociedad demandada, o lo que es lo mismo de acreedores, que el recurrente pretende sostener con el acompañamiento de la copia del balance obrante a fs. 43/50, no tiene relevancia en el presente, pues como lo dijo el Juez a quo al resolver la revocatoria a fs. 53, la sujeción a aquel régimen esta prevista expresamente en el documento y ello al margen de que efectivamente existan o no acreedores denunciados por la sociedad en sus balances, pues de lo contrario podrían afectarse derechos de terceros acreedores, lo que precisamente aquel tramite legal pretende resguardar.-



III. Por todo ello, y al no tratarse el documento que se pretende ejecutar un titulo hábil para proceder así, corresponderá confirmar la sentencia interlocutoria apelada, sin costas de Alzada por no haber parte vencedora en la contienda (art. 68 y ccs. del ritual).-           


Por ello, SE RESUELVE: Confirmar la sentencia interlocutoria de fs. 42 y vta., en todo cuanto ha sido materia de apelación y agravio, sin costas de Alzada. NOTIFIQUESE-REGISTRESE. Fecho, DEVUELVASE.-  
Fdo. Carlos Alberto Violini. Luis María Nolfi. Ante: Silvana Metetieri. sec
